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INFORME No. 42/12
DECISIÓN DE ARCHIVO
PETICIÓN 553-03
ECUADOR
20 de marzo 2012
PRESUNTA VÍCTIMA:
Hugo Napoleón Sánchez Garcés
PETICIONARIO:
Andrés Nájera Obando y Silvia Nájera Vallejo
VIOLACIONES ALEGADAS:
Artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
FECHA DE INICIO DE TRÁMITE:
29 de septiembre de 2004
I.
POSICIÓN DEL PETICIONARIO
1. El 25 de julio de 2003 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “la CIDH”) recibió una petición presentada por Andrés Nájera Obando y Silvia Nájera Vallejo (en adelante “los peticionarios”) en la cual se alegó la responsabilidad del Estado de Ecuador por la falta de ejecución de la resolución de 3 de abril de 2000 dictada por el Tribunal Constitucional (en adelante “TC”), en perjuicio de Hugo Napoleón Sánchez Garcés (en adelante “la presunta víctima”).
2. Los peticionarios alegaron que la presunta víctima prestaba servicios en el Banco Nacional de Fomento (en adelante “BNF”) y que su puesto fue suprimido de forma ilegal por las autoridades.  Sostuvieron que presentaron un reclamo administrativo a fin de que se pagara la indemnización debida, reclamo que habría sido rechazado sin argumentos válidos.  Alegaron que interpusieron una acción de amparo constitucional la cual también habría sido rechazada por el Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo (en adelante “TCA”) con argumentos inconsistentes.  Agregaron que apelaron dicha decisión y que el 3 de abril de 2000 el TC decidió la apelación y conminó al BNF a cancelar a los recurrentes las indemnizaciones adeudadas.  Sostienen que el BNF no dio cumplimiento. 
3. Alegaron que en la normativa ecuatoriana sobre la acción de amparo constitucional se establece que el encargado de hacer cumplir las decisiones del TC es el órgano de justicia que conoció dicha acción en primera instancia, como es el caso del TCA.  Alegaron que dicho tribunal no exigió al BNF la ejecución de la sentencia y que, cuando aún se realizaban diligencias para su cumplimiento, el TCA ordenó el archivo del expediente, sin que se haya cumplido lo resuelto por el TC.  Sostuvieron que dicha decisión vulneró los derechos otorgados mediante la acción de amparo.  Señalaron que no interpusieron recurso contra dicha providencia dado que la presentación de dicho recurso en una situación similar resultó sólo en una injustificada e infructuosa espera.  
4. Respecto al agotamiento de los recursos internos los peticionarios alegaron que acudieron innumerables veces al TC, el cual, conminó al TCA a ejecutar su decisión.  Asimismo, alegaron que acudieron al Defensor del Pueblo quien se dirigió al TCA a fin de que cumpliera con la sentencia en cuestión.  Sostuvieron que los magistrados respondieron que el proceso se había archivado.  Finalmente, indicaron que dichas acciones fueron llevadas a cabo a menos de seis meses de presentada la petición y que ésta versa sobre la falta de ejecución de una sentencia.  

II.
POSICIÓN DEL ESTADO

5. El Estado señaló que el BNF notificó mediante decisión administrativa a un grupo de sus servidores sobre la supresión de las partidas presupuestarias de 30 de abril de 1999 correspondientes a los cargos que ocupaban y que entregó a todos los notificados la indemnización debida conforme a ley.  Indicó que en 1999 un grupo de ex servidores del BNF presentó una acción de amparo constitucional contra el Ministerio de Finanzas y Crédito Público mediante la cual solicitaban que dicha autoridad expida el Acuerdo Ministerial oficializando el monto máximo de la indemnización por supresión de puestos.  Sostuvo que dicha acción se pretendía fundamentar en una ley que ya no se encontraba en vigencia y que el TCA, decidió que 

la Ley no señala fecha ni mes en el que el Ministerio de Finanzas debe dictar el Acuerdo Ministerial oficializando el valor máximo de la indemnización lo que no es válido el argumento de que haya existido omisión ilegítima de la autoridad pública y que al entrar en vigencia la Ley para la Reforma a las Finanzas Publicas justo el día en que se notificó con las acciones de personal con la supresión de los cargos de los actores […] había cesado la facultad de la Ministra de Finanzas para dictar el Acuerdo Ministerial […] y, por último, que los recurrentes cobraron la indemnización […].

6. El Estado sostuvo que el TC dictó la resolución de la apelación de amparo, el 3 de abril de 2000, revocando la resolución del TCA y comunicó al Ministro de Finanzas y Crédito Público para que de cumplimiento a su obligación de oficializar el monto de la indemnización.  Alegó que en tal virtud, el peticionario solicitó al TC que se sirviera conminar al juez inferior para que se cumpla el amparo concedido.  El Estado sostuvo que ni los demandantes, ni la autoridad pública accionada, ni la Procuraduría General del Estado solicitaron aclaración o ampliación en la resolución emitida por el TC, en la cual se disponía únicamente que se comunicara al Ministro de Finanzas y Crédito Público.  Alega que por ende, el fallo se ejecutorió y el TC perdió competencia dentro de esta acción. 

7. Alegó que en septiembre de 2000 el TCA decidió archivar el expediente y en noviembre de 2000 el TC dictó una providencia indicando que la supresión de los puestos de trabajo afectaba no sólo la calidad de vida de quienes plantearon la acción sino a su entorno familiar, por lo que ordenaba se oficializara la indemnización que debían recibir los demandantes.  Alegó que en diciembre de 2000, el BNF se dirigió al TC señalando que la acción de amparo constitucional no estuvo dirigida contra del BNF, por lo que su providencia era ilegal e improcedente, y en febrero de 2001 el TC rechazó los juicios de valor emitidos por el BNF.
8. Por otra parte, sostuvo que el 4 de junio de 2001, el BNF informó al Tribunal Constitucional que los empleados del BNF cuyas partidas fueron suprimidas, cobraron la indemnización que legalmente les correspondía, (160’000.000.00 de Sucres) y solicitó la declaración la nulidad de todo lo actuado por el TC.  El Estado sostiene que en respuesta, el 19 de junio de 2001, la Segunda Sala del TC ordenó estar a lo dispuesto de la Resolución No. 936-99RA y recalcó que correspondía al juez de instancia ordenar el cumplimiento de dicho fallo.
9. El Estado sostuvo que el 1˚ de octubre de 2001, el TCA consultó al TC sobre todo lo resuelto por la Segunda Sala en el caso 936-99RA, en virtud de lo cual el 1˚ de noviembre de 2001 estableció que se debía acatar lo resuelto el 3 de abril  de 2000 por la Segunda Sala respecto a que la decisión final debía ser ejecutada por el juez de instancia.  Sostuvo que el 27 de noviembre de 2001, los demandantes presentaron nuevamente un escrito solicitando a la Segunda Sala del TC ordenar a la Primera Sala del TCA que hiciera cumplir la resolución, por lo cual el 4 de enero de 2002 el TC dispuso remitir definitivamente el proceso al tribunal de instancia para que asuma su responsabilidad.
10. El Estado alegó que el peticionario presentó su petición ante la CIDH el 25 de junio de 2003, 39 meses después de emitida la resolución definitiva del TC de 3 de abril del 2000; por lo que excedió el plazo de los seis meses establecido en el artículo 46 de la Convención Americana.  Asimismo, alegó que el fallo en cuestión no fue dictado en perjuicio de las garantías procesales, por lo que no ha violado los artículos 8 y 25 de la Convención Americana en perjuicio de la presunta víctima.  Finalmente, el Estado alegó que el peticionario omitió comentar sobre la demanda contencioso administrativa que planteó contra el BNF, por los mismos hechos que son motivo de análisis.  Por lo expuesto, el Estado solicitó a la CIDH declare inadmisible la petición.
III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH
11. La petición fue registrada bajo el número 553-03 y tras efectuar un análisis preliminar, la CIDH procedió a transmitirla al Estado para sus observaciones.  El 17 de marzo de 2005 el Estado presentó su respuesta, la cual fue trasladada a los peticionarios para sus observaciones.  El 27 de julio de 2005 los peticionarios presentaron su respuesta, la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones.  
12. El 8 de septiembre de 2005 los peticionarios enviaron información adicional la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones.  El 7 de abril de 2009 la CIDH solicitó información actualizada a las partes.  Ante la falta de respuesta, el 6 de julio de 2010 la CIDH solicitó información actualizada a los peticionarios a fin de determinar si subsistían los motivos de la petición y les indicó que de no recibirse respuesta la CIDH podría archivar el expediente.  La información no fue recibida por la Comisión. 
IV. 
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

13. Tanto el artículo 48.1.b) de la Convención Americana como el artículo 42 del Reglamento de la CIDH, establecen que, dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición o comunicación y en caso de no existir o subsistir ordenará el archivo del expediente.
14. En la presente petición se alegó la violación de los derechos consagrados en el artículo 25 de la Convención Americana.  Por su parte, el Estado sostuvo que la petición era inadmisible, en tanto los alegatos de los peticionarios no caracterizaban presuntas violaciones a la Convención Americana y por ser extemporánea.

15. En el presente trámite el último escrito de los peticionarios fue recibido el 8 de septiembre de 2005 y éstos no respondieron a las dos solicitudes de información actualizada de la CIDH de abril de 2009 y julio de 2010.  En tales circunstancias, no es posible avanzar con el análisis o determinar si subsisten los motivos que sustentaron la petición inicial, por lo que de conformidad al artículo 48.1.b) de la Convención Americana así como el artículo 42 del Reglamento de la CIDH, se decide archivar la presente petición.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 20 días del mes de marzo de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Belle Antoine, Miembros de la Comisión. 
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